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Informe 11/2021, de 21 de octubre de 2021, del Pleno de la Junta Central de Contratación de 

la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.  

 

Asunto: Régimen jurídico de la prórroga: carácter obligatorio de la misma.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

La Secretaria General de la Consejería de Desarrollo Sostenible se dirige a la Junta Central de 

Contratación de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, mediante 

solicitud de informe de fecha 8 de octubre de 2021, del siguiente tenor literal (únicamente se 

exponen las cuestiones que resultan relevantes para el presente informe):  

“ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha 12 de noviembre de 2019, se formalizó el “ACUERDO MARCO PARA LA 

HOMOLOGACIÓN DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON CERTIFICADO DE ORIGEN 

RENOVABLE DE LOS EDIFICIOS DE LA JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA Y 

SUS ORGANISMOS AUTÓNOMOS, EXCLUIDOS LOS CENTROS DEL SESCAM” Expediente: 

2018/002722 (en adelante ACUERDO MARCO I), con la empresa GAS NATURAL 

COMERCIALIZADORA, S.A., correspondiente a los siguientes LOTES: 

(…) 

 
La duración del Acuerdo Marco se estableció en dos (2) años a contar desde su formalización, 

con la posibilidad de prorrogar por otros dos (2) años más. Así, este Acuerdo Marco lleva vigente 

desde el 12 de noviembre de 2019, finalizando el mismo el 11 de noviembre de 2021. 

 
 SEGUNDO.- Con fecha 8 de enero de 2021, se formalizó el “ACUERDO MARCO PARA LA 

HOMOLOGACIÓN DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON CERTIFICADO DE ORIGEN 

RENOVABLE DE LOS EDIFICIOS DE LA JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA Y  
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SUS ORGANISMOS AUTÓNOMOS, EXCLUIDOS LOS CENTROS DEL SESCAM” Expediente: 

2020/001020 (en adelante ACUERDO MARCO II), con la empresa GAS NATURAL 

COMERCIALIZADORA, S.A., correspondiente a los siguientes LOTES: 

(…) 

TERCERO.- Constituye el objeto de ambos Acuerdos Marcos el suministro de energía eléctrica 

con certificado de origen renovable de los edificios de la Junta de Comunidades de Castilla-La 

Mancha y sus Organismos Autónomos, excluidos los centros dependientes del SESCAM. 

(…) 

CUARTO.- (…) 

QUINTO.- (…) 

SEXTO.- Con fecha 28 de julio de 2021, la Dirección General se recibe Transición Energética (sic) 

propone a la Secretaría General de esta Consejería la prórroga del Acuerdo Marco I, presentando 

la correspondiente propuesta e informe de necesidad de prórroga.  

SEPTIMO.- Con fecha 7 de septiembre de 2021, la Secretaría General de la Consejería de 

Desarrollo Sostenible envía las correspondientes notificaciones a GAS NATURAL 

COMERCIALIZADORA, S.A., a través de la plataforma PICOS, indicándole que es deseo de esta 

Consejería prorrogar el citado Acuerdo Marco de los 3 lotes correspondientes por 24 meses más, 

desde el 12 de noviembre de 2021 al 11 de noviembre de 2023. Se le indica que la posibilidad de 

prórroga se contempla en el Acuerdo Marco suscrito, y en caso de producirse la misma, la 

prestación del suministro deberá efectuarse con sujeción a lo establecido en los Pliegos de 

Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas que rigieron la contratación. 

Dichas notificaciones fueron recibidas por la empresa con fecha 9 de septiembre de 2021, 

constando dicha como fecha de lectura en la plataforma de notificaciones telemáticas.  

OCTAVO.- Con fecha 9 de septiembre de 2021, se recibe comunicación de GAS NATURAL 

COMERCIALIZADORA, S.A., manifestando lo siguiente: “lamentablemente y sintiéndolo mucho 

no podemos prestar conformidad a la prórroga propuesta en las condiciones económicas 

actuales. Las cotizaciones actuales de los mercados mayorista y de futuros establecen un precio 

de la energía para 2021, 2022 y 2023 en unos valores que son muy superiores a los que recoge 

el Acuerdo Marco y su modificado, y que nos ocasionarían estar en pérdidas económicas durante  
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esos periodos. No obstante, si fuera posible acordar alguna fórmula que permita adaptar los 

precios actuales del acuerdo marco a las condiciones actuales y futuras de cotización de los 

mercados energéticos podríamos prestar la conformidad a la prórroga propuesta. Lamentamos 

las molestias que esta circunstancia les pueda ocasionar, estamos a su disposición para aclarar 

o ampliar la información que puedan necesitar.”  

NOVENO.- En la actualidad se han mantenido reuniones con los responsables de GAS NATURAL 

COMERCIALIZADORA, S.A., para llegar a una solución intermedia. Sin embargo, la única opción 

que la empresa aceptaría sería una prórroga de 6 meses, con el compromiso de que no se 

adjudicara ningún contrato basado ni prórrogas de los mismos. Sobre la obligatoriedad de la 

prórroga de los 2 años, la empresa nos dice que durante la tramitación del Acuerdo Marco II (no 

el actual que se quiere prorrogar) una empresa licitadora hizo una pregunta en la plataforma 

PICOS y se le contestó lo siguiente: 
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Llegados a este punto se plantean las siguientes CUESTIONES:  

1) Si es necesario el mutuo acuerdo para proceder a la prórroga del Acuerdo Marco de 

suministro de energía eléctrica o si por el contrario se puede prorrogar forzosamente 

ante la negativa del contratista a dicha prórroga.  

 

2) Asimismo, si es posible la aplicación del último párrafo del apartado 4 del artículo 29 de 

la vigente LCSP, para entender prorrogado el Acuerdo Marco aun cuando no existe 

publicación de anuncio de licitación de un nuevo Acuerdo Marco ya que en realidad la 

intención del órgano de contratación no era la de publicar uno nuevo sino prorrogar el 

actual.  

 

El Pleno de la Junta Central de Contratación de la Administración de la Junta de Comunidades 

de Castilla-La Mancha, acuerda emitir el presente informe, del que ha sido ponente Dª Julia 

Cuerda Blázquez. Secretaria del Pleno: 

 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 

 I. Competencia de la Junta Central de Contratación de la Administración de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha y legitimación para solicitarle informe. 

 

La Junta Central de Contratación es competente para informar acerca de lo solicitado, en 

aplicación de lo dispuesto en el artículo 7, apartado 8 del Decreto 74/2018, de 23 de octubre, 

por el que se regula la Oficina de Contratación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 

y el sistema de contratación centralizada, que dispone que “La Junta Central de Contratación 

emitirá informes en el ámbito de sus competencias a petición de las secretarías generales de las 

diferentes consejerías de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y sus organismos 

autónomos, de la Intervención General, de la Dirección de los Servicios Jurídicos de la 

Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y de los representantes de 

cualquiera de las entidades del sector público previstas en el artículo 2. También podrán solicitar 

informes y elevar consultas a la Junta Central, sobre cuestiones de carácter general en materia  
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de contratación pública, los representantes de las entidades locales del ámbito territorial de 

Castilla-La Mancha”. Por otro lado, la Secretaria General de la Consejería de Desarrollo 

Sostenible es órgano competente para formular solicitud de informe a la Junta, de conformidad 

con lo dispuesto en el citado artículo 7.8. 

Previamente al examen de fondo de las cuestiones suscitadas conviene tener presente que los 

informes que pueda emitir esta Junta revisten un carácter facultativo y general, pues no le 

corresponde informar a la misma expedientes concretos de contratación, ni suplir las funciones 

que a otros órganos atribuye la legislación de contratos del sector público. Por tanto, los 

informes que se soliciten habrán de recaer sobre cuestiones que se susciten en relación con la 

interpretación general de las normas en materia de contratación pública.  

 

En el caso que nos ocupa, si bien las cuestiones que se plantean están relacionadas con un 

supuesto en concreto, no existe sin embargo impedimento alguno, dado el interés general del 

fondo de la consulta que se dirige a esta Junta, para que la misma se pronuncie acerca de la 

cuestión relativa al régimen jurídico de la prórroga y el carácter obligatorio de la misma. 

 

II. Régimen jurídico de la prórroga: carácter obligatorio de la misma. 

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 

ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE 

y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP) regula con carácter general, y para 

los distintos tipos de contratos, la prórroga de los mismos en el artículo 29. Esta regulación 

difiere de la contenida en el anterior Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre (en adelante, TRLCSP), que 

preveía dos tipos de regímenes distintos, en lo que a la prórroga del contrato se refiere: el del 

art. 23.2 (régimen general, para todo tipo de contratos) y el del art. 303.1 (régimen especial, 

para el contrato de servicios). 

El artículo 23 del TRLCSP establecía en su apartado segundo que: 

“2. El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan 

inalterables durante el período de duración de éstas y que la concurrencia para su adjudicación 

haya sido realizada teniendo en cuenta la duración máxima del contrato, incluidos los períodos 

de prórroga. 
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La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, 

salvo que el contrato expresamente prevea lo contrario, sin que pueda producirse por el 

consentimiento tácito de las partes”. 

No obstante, el TRLCSP disponía de un régimen especial para el contrato de servicios; así en el 

artículo 303.1 indicaba: 

“1. Los contratos de servicios no podrán tener un plazo de vigencia superior a cuatro años con 

las condiciones y límites establecidos en las respectivas normas presupuestarias de las 

Administraciones Públicas, si bien podrá preverse en el mismo contrato su prórroga por mutuo 

acuerdo de las partes antes de la finalización de aquél, siempre que la duración total del 

contrato, incluidas las prórrogas, no exceda de seis años, y que las prórrogas no superen, aislada 

o conjuntamente, el plazo fijado originariamente (…)” 

Así pues, con la normativa anterior la prórroga podía no resultar obligatoria para el contratista 

si así se establecía expresamente en el contrato y, en el caso del contrato de servicios, la 

prórroga únicamente operaba si existía el mutuo acuerdo entre el órgano de contratación y el 

contratista. En la nueva ley de contratos ya no se menciona el mutuo acuerdo, ni se posibilita 

que el contrato pueda prever expresamente que la prórroga no sea de carácter obligatorio; ya 

no existe un régimen especial para un determinado tipo de contrato y la prórroga se prevé para 

todos ellos con carácter general y resultando obligatoria para el contratista, una vez que haya 

sido acordada por el órgano de contratación. Así, indica el artículo 29.2 de la Ley: 

“El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan 

inalterables durante el período de duración de estas, sin perjuicio de las modificaciones que se 

puedan introducir de conformidad con lo establecido en los artículos 203 a 207 de la presente 

Ley.  

La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario (…)” 

No obstante, la obligatoriedad de la prórroga para el contratista se excepciona por la Ley en dos 

supuestos: 

- La falta de preaviso por el órgano de contratación al menos con dos meses de antelación 

a la finalización del plazo de duración del contrato o, en su caso, del mayor periodo 

fijado en el pliego. 

- La demora de la Administración en el abono del precio por más de seis meses. 
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Fuera de estos dos supuestos, la prórroga siempre será obligatoria para el contratista. 

En este punto conviene aclarar que cuando la ley indica que “el contrato podrá prever una o 

varias prórrogas” (artículos 29.2 de la LCSP y 23.2 del TRLCSP), que “salvo que el contrato 

expresamente prevea lo contrario” (artículo 23.2 del TRLCSP), o que “podrá preverse en el mismo 

contrato su prórroga por mutuo acuerdo de las partes” (artículo 303.1 del TRLCSP), la remisión 

al “contrato” hay que entenderla hecha al “pliego de cláusulas administrativas particulares” (en 

adelante, PCAP). En este sentido, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado, 

en su Informe 32/14, de 30 de junio de 2016, ha señalado: 

“(…) conviene hacer referencia a una segunda cuestión, como es el documento en el que la 

previsión de las prórrogas debe aparecer. Así, llama la atención el establecimiento de la 

posibilidad de prorrogar el contrato dentro del “mismo contrato” (se refiere la Junta, a lo 

dispuesto en el art. 303.1 del TRLCSP: “[…] podrá preverse en el mismo contrato su prórroga por 

mutuo acuerdo de las partes […]”), cuando para el resto de contratos administrativos las 

prórrogas habrán de fijarse necesariamente en el pliego de cláusulas administrativas 

particulares (se refiere al artículo 23.2: “El contrato podrá prever una o varias prórrogas […]”). . 

A pesar de la dicción literal del precepto, hay que entender que cuando se menciona que la 

posibilidad de prórroga deba estar prevista en el contrato, también deberá estar prevista en los 

pliegos. Si no fuera así, teniendo en cuenta que en el valor estimado del contrato, se incluye 

también el importe de las prórrogas (ex artículo 88.1 del TRLCSP), si la Administración 

contratante lleva a cabo un contrato de servicios por procedimiento negociado sin publicidad por 

tener un valor estimado inferior al previsto legalmente, si después resulta que en el contrato 

firmado tras la adjudicación se incluye la posibilidad de prórroga, y se prorroga, su valor 

estimado originario aumenta, con lo que cambia la posibilidad de utilizar el procedimiento 

elegido, que ya no podrá ser el negociado sin publicidad, en el caso, en atención a la cuantía, 

sino el que la Ley obligue en este punto. (…)” 

También la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de 

Aragón, en su Informe nº 16/2016, señala: “(…) Esa referencia al contrato en el inciso final del 

artículo 23.2 LCSP debería entenderse realizada «al Pliego» ya que como dispone el artículo 26.2 

TRLCSP, no resulta admisible, por su posible efecto sobre la concurrencia, que el contrato altere 

condiciones de la licitación que deben fijarse en el Pliego, como las relativas a las condiciones 

que deben darse respecto de la prórroga del concierto (…)” 
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Aclarada esta cuestión, es preciso señalar que para que la figura de la prórroga pueda operar en 

el contrato es imprescindible que la misma haya sido prevista en el pliego (“el contrato podrá 

prever una o varias prórrogas”); es esta una información relevante para que los potenciales 

licitadores decidan o no presentarse al procedimiento de contratación que corresponda y 

realicen sus ofertas en base a ello. 

Una vez que la prórroga se ha previsto en el pliego, el contratista estará obligado a llevarla a 

cabo en el caso de que el órgano de contratación decida continuar con el contrato una vez que 

haya expirado el periodo inicialmente previsto.  

Sobre la naturaleza del pliego como “ley del contrato” se ha pronunciado en diversas ocasiones 

la doctrina y la jurisprudencia. La propia LCSP señala en su artículo 139: “1. Las proposiciones de 

los interesados deberán ajustarse a los pliegos y documentación que rigen la licitación, y su 

presentación supone la aceptación incondicionada por el empresario del contenido de la 

totalidad de sus cláusulas o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, (…)”. 

Como ejemplo de la doctrina de los tribunales, podemos señalar lo dispuesto por el Tribunal 

Administrativo Central de Recursos Contractuales que, sobre la necesidad de seguir el tenor 

literal consignado en los pliegos, indica en su Resolución nº. 219/2016 lo siguiente: 

“Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en multitud de ocasiones acerca de la cualidad 

de lex contractus de los pliegos, una vez éstos adquieren firmeza. Así, la Sentencia de la Sala de 

lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo de 19 de Marzo de 2001 (Sección Séptima) 

y otras resoluciones de este Tribunal (178/2013, 17/2013 y 45/2013) en la que se afirma que –

esta Sala Tercera ha recordado, en sentencia de 6 de febrero de 2001, la conocida doctrina 

jurisprudencial en cuya virtud el pliego de condiciones constituye la Ley del Concurso, debiendo 

someterse a sus reglas tanto el organismo convocante como los que soliciten tomar parte en 

el mismo, especialmente cuando no hubieran impugnado previamente sus bases, pues, en 

efecto, si una entidad licitante se somete al concurso tal y como ha sido convocado, sin impugnar, 

en ningún momento, las condiciones y bases por las que se rija, tomando parte en el mismo, con 

presentación de su correspondiente oferta y prestando su consentimiento tanto a las propias 

prescripciones de la licitación como a la participación de las restantes entidades, carecerá de 

legitimación para impugnarlo después, contraviniendo sus propios actos, cuando no resulte 

favorecida por las adjudicaciones que, obviamente, pretendía (…) Por otro lado, tiene declarado 

este Tribunal, que el Pliego de Cláusulas Administrativas constituye la ley de contrato a la que  
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deben sujetarse los licitadores, así como el propio órgano de contratación. Al efecto, hemos de 

partir del valor vinculante del Pliego aprobado por el órgano de contratación. El Pliego constituye 

–auténtica lex contractus, con eficacia jurídica no sólo para el órgano de contratación sino 

también para cualquier interesado en el procedimiento de licitación–. (…)” 

 

De acuerdo con lo expuesto, el PCAP vincula a los licitadores que deseen participar en el 

correspondiente procedimiento de contratación, pero también al órgano de contratación. 

Ambos están sujetos a lo que disponga el mismo, siempre y cuando el pliego no esté incurso en 

algún vicio constitutivo de causa de nulidad de pleno derecho. El que el pliego constituya “ley 

del contrato” resulta conforme con los principios de seguridad jurídica y de igualdad; las partes 

intervinientes conocen cuáles van a ser los derechos y obligaciones que resulten del 

procedimiento de contratación, y van a resultar aplicables por igual a todos los licitadores que 

concurran. 

 

Las licitadoras al presentar sus ofertas aceptan el contenido de los pliegos rectores de la 

licitación a la que han concurrido, pliegos que vinculan también al órgano de contratación que 

los ha aprobado. Una vez que se han publicado los citados pliegos, las licitadoras conocen, entre 

otras cuestiones, la previsión del órgano de contratación de prorrogar o no el contrato y, en 

base a esta información (entre otras que recoge el pliego), deciden presentar o no oferta. 

 

El contrato a que se refiere el presente informe se rige por lo dispuesto en la LCSP (cláusula 2 

del PCAP). Sobre la duración y vigencia del acuerdo marco, la cláusula 8 del PCAP establece lo 

siguiente: 

 

“8.1. El acuerdo marco tendrá una duración inicial de dos años, a contar desde el 1 de mayo de 

2019, o desde la fecha en que se perfeccione el Acuerdo Marco si ésta es posterior. 

8.2 El acuerdo marco podrá prorrogarse dos años más. Durante ese periodo, los órganos 

vinculados definidos en la cláusula 4 deberán contratar el suministro de energía eléctrica con las 

empresas adjudicatarias del Acuerdo Marco y en las condiciones que se fijan en el presente 

Pliego.” 

 

El pliego regulador del contrato establece expresamente la posibilidad de prórroga del mismo y 

la duración que la misma alcanzaría. No se refiere el pliego a la obligatoriedad de la prórroga, ni  
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a los supuestos en que la misma quedaría excepcionada; no obstante, la falta de esta previsión 

en el pliego queda suplida por lo dispuesto en la LCSP, norma que directamente se aplica al 

contrato y rige en todo lo no previsto en el PCAP, por lo que resulta innecesario que el pliego 

reproduzca lo dispuesto en la misma. El pliego ya ha señalado la normativa que es de aplicación 

al correspondiente contrato. El licitador diligente debe saber que, una vez que el órgano de 

contratación ya ha previsto en el pliego su intención de prorrogar y la duración de la prórroga 

(cláusula 8), ésta será obligatoria para el contratista una vez que haya sido acordada por el 

órgano de contratación (artículo 29.2 de la LCSP).  

 

En nuestro caso, la contratista al presentar su oferta aceptó incondicionadamente las cláusulas 

del PCAP regulador del procedimiento, entre las que se incluía la previsión de la prórroga del 

contrato. Además, se ha cumplido el plazo de preaviso que la LCSP señala para que la prórroga 

rija con carácter obligatorio (dos meses, pues el PCAP no ha previsto otro plazo mayor al 

respecto): el contrato finaliza el 11 de noviembre de 2021 y el contratista ha tenido 

conocimiento de la intención del órgano de contratación de prorrogar el contrato el 9 de 

septiembre de 2021. 

 

Se escuda el contratista para no ejecutar la prórroga que le ha sido notificada, en una respuesta 

que el órgano de contratación efectuó tras una consulta que un licitador realizó dentro del 

periodo de información a que se refiere el artículo 138.3 de la LCSP, con ocasión de otro contrato 

distinto al que ahora nos ocupa, pero también relativo al suministro de energía eléctrica. 

 

Al respecto señalar que no cabría atender a la alegación que realiza el contratista ya que se 

refiere a la información dada sobre un contrato que, en ningún caso, vincula al licitador que 

presenta su oferta en otro procedimiento de contratación; además, el contrato a que se refiere 

el contratista fue objeto de licitación con posterioridad al que ahora se pretende prorrogar. 

 

No obstante, hemos de tener en cuenta que este tipo de información tiene como finalidad 

resolver las dudas que, con objeto de un determinado procedimiento de contratación, puedan 

albergar los potenciales licitadores a la hora de presentar sus ofertas. La información adicional 

debe limitarse a aclarar posibles dudas sobre los pliegos y demás documentación que rijan el  
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correspondiente contrato, sin que ese periodo de información pueda utilizarse como vía para 

modificar las cláusulas del PCAP o las prescripciones técnicas del contrato. 

 

Asimismo, las respuestas que se emitan, como información adicional, deben ser, al igual que los 

pliegos, conformes a derecho. El artículo 34 de la LCSP regula la libertad de pactos, y establece 

en su apartado primero que “En los contratos del sector público podrán incluirse cualesquiera 

pactos, cláusulas y condiciones, siempre que no sean contrarios al interés público, al 

ordenamiento jurídico y a los principios de buena administración”. 

 

La consulta realizada y la respuesta emitida a que se refiere el contratista en sus alegaciones 

fueron las siguientes: 

- Consulta: La prórroga de dos años del Acuerdo Marco ¿es de carácter obligatorio para 

la empresa contratista o se podrá acordar tácitamente entre ambas partes? 

- Respuesta: La prórroga es un procedimiento administrativo y como tal se tramita y 

requiere el acuerdo entre las partes. Ni obligatoria, ni tácita. 

 

Si tuviéramos que analizar la vinculación de esta información para el órgano de contratación y 

los licitadores en el procedimiento de contratación que nos ocupa deberíamos tener en cuenta 

que la misma supondría una modificación de lo dispuesto en la cláusula 8 del PCAP y, además, 

iría en contra de lo dispuesto en el PCAP y en la propia ley de contratos, conculcando lo 

establecido en el artículo 34.1 de la LCSP, en lo que a la libertad de pactos se refiere. Tal y como 

hemos señalado, el PCAP no indica expresamente el carácter obligatorio de la prórroga, pero, 

en este caso, se aplicaría la norma de derecho necesario que establece la obligatoriedad de la 

misma una vez que ha sido acordada por el órgano de contratación. No puede admitirse que, a 

través, de la información adicional se modifique el PCAP (cláusula 8) y se prevea una excepción 

a la obligatoriedad de la prórroga que ya no está prevista legalmente: el mutuo acuerdo de las 

partes, pues ello iría en contra de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y sería contrario a 

los principios de buena administración, ya que el órgano de contratación debería contar con la 

aquiescencia del contratista a la hora de prorrogar un contrato que resulta necesario para el 

interés público, dados los precios actuales de la energía eléctrica, tal y como señala la Dirección 

General de Transición Energética en su informe de necesidad de prórroga. 
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En este punto resulta de interés lo dispuesto por el TACRC, en su Resolución nº 274/2020: 
 
“(…) En efecto, los expresados principios de buena fe y de confianza legítima no permiten a la 

Administración soslayar el carácter vinculante de los pliegos, con quiebra del principio de 

igualdad de trato a todos los licitadores. Así lo mantiene el Tribunal Supremo, que en sentencia 

de su Sala III de 27 de abril de 2007, señaló:  

“También lo es que ese quebrantamiento impondrá el deber de satisfacer las expectativas que 

han resultado defraudadas, o bien de compensar económicamente el perjuicio de todo tipo 

sufrido con motivo de la actividad desarrollada por el administrado en la creencia de que su 

pretensión habría de ser satisfecha; pero no sería correcto deducir de esta doctrina que pueda 

exigirse a la Administración la efectiva satisfacción de lo demandado cuando ésta haya de 

ajustarse a una conducta normativamente reglada y se aprecie la ausencia de uno de los 

requisitos que permitan el otorgamiento de lo solicitado. Es decir: la plena satisfacción de la 

pretensión desatendida no puede obtenerse en aquellos supuestos en los que está excluido el 

ejercicio de la potestad discrecional de la Administración y sometida su decisión al cumplimiento 

de determinados requisitos legales, cuya carencia ha de impedir acceder a lo solicitado. 

En estos supuestos el quebrantamiento del principio de confianza legítima tan solo podrá llevar 

consigo la posibilidad de ejercitar una acción de responsabilidad patrimonial por los perjuicios 

ocasionados al administrado como consecuencia del mismo, procedimiento que ha de seguirse 

de acuerdo con lo establecido en los artículos 5º y concordantes del R.D. 429/93 (RCL 1993, 1394 

y 1765), que se remite a lo previsto en el artículo 70 de la Ley 30/92 (RCL 1992, 2512, 2775 y RCL 

1993, 246) ."  

Esta doctrina se refleja igualmente en las Sentencias del Alto Tribunal de 24 de septiembre de 

2009 y 9 de julio de 2012, entre otras. (…)” 

Teniendo en cuenta lo anterior, la prórroga acordada y notificada al contratista resulta de 

carácter obligatorio para el mismo sin que pueda establecerse por el mutuo acuerdo de las 

partes.  

Resuelta pues la cuestión suscitada, no cabe entrar a valorar la aplicación del artículo 29.4 de la 

LCSP a la prórroga del contrato. 
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En virtud de las anteriores consideraciones jurídicas, el Pleno de la Junta Central de Contratación 

de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha formula las siguientes  

 

III. CONCLUSIONES 

I. La prórroga, una vez acordada por el órgano de contratación, es obligatoria para el 

contratista, salvo en los dos supuestos previstos legalmente (artículo 29 de la LCSP): 

- La falta de preaviso. 

- La falta de pago en el plazo de más de seis meses 

 

II. La finalidad del periodo de información adicional a que se refiere la LCSP en su art. 138.3 

es el de aclarar lo dispuesto en los pliegos y demás documentación complementaria que 

soliciten los interesados en el procedimiento de licitación, sin que en ningún caso pueda 

esta información modificar lo previsto en los pliegos, ni ser contraria a lo dispuesto por 

el ordenamiento jurídico que resulte de aplicación. 

III. Dadas las consideraciones expuestas en el presente informe, no cabe entrar a valorar la 

aplicación del artículo 29.4. de la LCSP a la prórroga del contrato. 
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